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PRINCIPALES RESULTADOS Y MENSAJES*

E
l mundo se enfrenta a una serie de crisis interconectadas y responder a ellas 
exigirá una completa alteración de lo habitual. A la luz del Covid-19, la creciente 
crisis de la deuda, el aumento de la desigualdad, la injusticia de género y la 
crisis climática, existe una necesidad urgente de revisar el papel redistributivo 
fundamental de los Estados y re imaginar el sector público.

En los últimos cuarenta años, las políticas de austeridad han provocado recortes en la 
plantilla del sector público que han socavado la capacidad de los gobiernos para prestar 
servicios públicos de calidad. La política de austeridad que más afecta a los servicios 
públicos es la imposición de restricciones a la masa salarial del sector público, que tiene 
dos consecuencias:

1. Bloqueo de la contratación de nuevxs profesorxs, enfermerxs y otrxs trabajadorxs esenciales,  
2. Límites estrictos a los ya bajos salarios de lxs actuales trabajadorxs de la salud, la educación y otros, 

El neoliberalismo ha sido exagerado durante cuarenta años y ha ahogado el mismo crecimiento y desarrollo que 
se suponía que valoraba.1 Es hora de una revisión fundamental, de un cambio de sistema centrado en la justicia 
económica.

Teniendo en cuenta la escasez de 
personal y el exceso de trabajo, es 
increíble que enfermeras de primera 
línea como Mary, en el estado de 
Upper West, al norte de Ghana, 
puedan seguir sonriendo.
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*This is summary of a 62-page report with much more detailed evidence and analysis –published on 12th October 2021 and available HERE.

https://actionaid.org/publications/2021/public-versus-austerity-why-public-sector-wage-bill-constraints-must-end


E
stos resultados revelan una mentalidad profundamente arraigada que es irracionalmente contraria al 
sector público. La aplicación de estos recortes en la masa salarial del sector público es contundente 
y carente de dirección. Revela prejuicios contra el sector público y se relaciona con políticas anti 
laborales más amplias y con la represión de los sindicatos. Estas medidas socavan el cumplimiento 
de los derechos humanos y la consecución de los ODS, y bloquean la acción climática.  

Pero los movimientos para hacer frente a la austeridad son cada vez más fuertes. Una reinterpretación 
radical del sector público y de su personal es clave para responder a las múltiples crisis de Covid-19, del 
clima y de las desigualdades. Es hora de reconocer y actuar sobre los ciclos positivos de inversión en 
servicios públicos, para construir economías y sociedades que cuiden tanto de las personas como del 
planeta. Es hora de que el FMI y los ministerios de finanzas rechacen la austeridad y den prioridad al 
sector público.  

Basándonos en el trabajo realizado durante los últimos 15 años, el año pasado hemos llevado a cabo una 
intensa investigación en tres continentes, hemos revisado 69 documentos del FMI de 15 países, hemos 
mantenido conversaciones con economistas del FMI y hemos realizado una revisión de la literatura sobre la 
masa salarial del sector público.  Nuestra investigación ha revelado que:

• A pesar de las afirmaciones del FMI de que la contención de la masa salarial es sólo temporal, los 15 países 
estudiados recibieron un impulso para recortar y/o congelar la masa salarial del sector público durante 
tres o más años, y ocho de ellos hasta seis años.

• Sólo en esos 15 países, los recortes recomendados por el FMI ascienden a casi 10.000 millones de dólares, 
el equivalente a la reducción de más de 3 millones de trabajadorxs del sector público de primera línea.

• Sólo en esos 15 países, un aumento de un punto en el porcentaje del PIB destinado a la masa salarial del 
sector público permitiría la contratación de 8 millones de enfermerxs, profesorxs y otrxs trabajadorxs.

• No hay una lógica, un razonamiento o unas pruebas claras que justifiquen cuándo son necesarios los 
recortes, o cuánto es suficiente.  A Zimbabue, con una masa salarial del 17,1% del PIB, se le aconsejó que 
recortara, pero también a Liberia, que gasta el 10,1%, a Ghana, el 8,7%, a Senegal, el 6,5%, a Brasil, el 4,6%, 
a Nepal, el 3,7%, a Uganda, el 3,5%, e incluso a Nigeria, que sólo gasta el 1,9% de su PIB en trabajadorxs del 
sector público.

• El último consejo del FMI a medio plazo es que todos los países se sitúen por debajo de la media mundial 
de gasto de la masa salarial del sector público en porcentaje del PIB, lo que contribuirá a una espiral 
descendente a largo plazo. 

• A pesar de las afirmaciones de que los recortes salariales del sector público deberían ir acompañados de 
medidas para aumentar los ingresos fiscales, la mayoría de los países experimentaron un descenso, un 
estancamiento y/o una proporción inadecuada de impuestos con respecto al PIB. Incluso a los pocos países 
que ampliaron los ingresos fiscales se les aconsejó que recortaran el gasto en la masa salarial del sector 
público.

• Las limitaciones de la masa salarial del sector público socavan los avances en materia de salud, educación, 
género y otros ODS. 

• No hubo una evaluación seria o sistemática previa o posterior sobre la escasez de trabajadorxs clave en 
la salud y la educación para fundamentar los recortes o las congelaciones, y no hubo ningún intento de 
proyectar el impacto de las restricciones salariales.

• Los recortes en la masa salarial del sector público se justificaron a menudo como esenciales para liberar 
fondos para las inversiones en gastos de capital, dando la absurda impresión de que el gasto en la mano de 
obra del sector público no es una parte valiosa del gasto social. 

• En la práctica, el fundamentalismo de las infraestructuras desvía el gasto de la sanidad y la educación.
• Las mujeres y las niñas son las más afectadas, ya que tienen más probabilidades de quedar excluidas 

del acceso a los servicios básicos, de perder oportunidades de trabajo decente en el sector público y 
de soportar una parte desproporcionada del trabajo doméstico y del cuidado no remunerado, los cuales 
aumentan cuando los servicios públicos fallan.

• Los documentos del FMI utilizan habitualmente datos dudosos y comparaciones inadecuadas entre países 
para rebajar el gasto salarial del sector público. 

• El secretismo en las discusiones del FMI con los Ministerios de Finanzas es en la actualidad un arma clave 
en la lucha por preservar una ideología fracasada. 
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1. INTRODUCCIÓN

“Austeridad”, “ajuste estructural”, “disciplina económica”, “marcos fiscales a medio plazo”, “restricción financiera” 
y “consolidación fiscal”.  A lo largo de los últimos cincuenta años el lenguaje puede haber cambiado, pero el 
significado no: recortes en el sector público. Ya sea impuesta desde fuera por el Fondo Monetario Internacional (FMI), 
o desde dentro por los Ministerios de Hacienda que han interiorizado la misma ideología neoliberal,2 la principal 
política de austeridad que más afecta a los servicios públicos es la imposición de restricciones a la masa salarial del 
sector público. Esta política está envuelta en diversas justificaciones, pero hay dos consecuencias claras: el bloqueo 
de la contratación de nuevxs profesorxs, enfermerxs y demás personal, incluso cuando hay una grave escasez; y los 
estrictos límites a los ya bajos salarios de la mayoría de lxs trabajadorxs de la salud, la educación y otros sectores 
públicos, que socavan la contratación y la retención del personal cualificado y capacitado necesario para prestar 
servicios públicos de calidad. 

Hace más de 15 años, ActionAid documentó el impacto de los topes a la masa salarial del sector público impuestos 
por el FMI como condición explícita para los préstamos en los países de bajos ingresos, mostrando cómo 
bloqueaban el progreso en la educación3 y en las respuestas al VIH y al SIDA.4 Después de tres años de investigación 
constante, de defensa y de presión colectiva entre otras medidas, el FMI dio marcha atrás en 2007 y eliminó los 
topes de la factura salarial del sector público como condición para conceder los préstamos en todo el mundo. El5  
Consejo Ejecutivo del FMI dijo entonces que “se congratulaba de la disminución de la incidencia de estos topes en 
los programas apoyados por el Fondo”, y que esperaba poder prescindir de ellos por completo.6 

Nuestra investigación de abril de 20207 mostró que el FMI había dado marcha atrás. Ofreció asesoramiento político 
coercitivo a los gobiernos para que recortaran o congelaran las facturas salariales del sector público en el 78% de 
los países de los que se disponía de datos, y esta cifra aumentó al 90% cuando volvimos a analizar los datos en 
octubre de 2020, examinando el impacto inicial del Covid19.8 La reciente Alerta de Austeridad Global sugiere que 
154 países se enfrentan a la austeridad en 2021 y que esta cifra aumentará a 159 países en 2022.9 Los recortes 
de la masa salarial del sector público se señalan como la medida de austeridad que probablemente genere los 
resultados sociales más negativos. 

Algunos ministros de finanzas de países de renta baja y media no necesitan que el FMI les convenza: han 
interiorizado la ideología neoliberal y creen que ya no hay alternativa. Otros luchan por conseguir apoyo para buscar 
alternativas, o aceptan que estas no son posibles dadas las limitaciones del actual orden internacional. Demasiados 
comparten la opinión de que el Estado debe “desplegarse para servir a los mercados mediante instituciones, normas 
y leyes que protejan y faciliten las necesidades del sector privado a expensas del sector público”.10 Con demasiada 
frecuencia se produce una convergencia de mentalidades que conduce a una austeridad más estricta y extrema 
que la que hemos visto en una generación. Esto podría ser especialmente tóxico después de la crisis del Covid19, y 
tener un impacto devastador en nuestra capacidad colectiva para hacer frente a múltiples crisis.

Los efectos son claros. La Organización Mundial de la Salud (OMS) calcula que hay una escasez mundial de 5,9 
millones de enfermerxs,11 casi el 90% de ellos en países de ingresos bajos y medios. Para colmar estas lagunas hay 
que abordar la cuestión de los bajos salarios en la profesión de enfermería, en la que el 90% son mujeres.12 Mientras 
tanto, la UNESCO calcula que se necesitan 69 millones más de profesorxs en los próximos diez años para alcanzar el 
objetivo de acceso universal a la educación primaria y secundaria en 2030.13

Cuando no se cumplen los objetivos básicos en educación y sanidad, el impacto se deja sentir triplemente y de 
forma más aguda en las mujeres y las niñas, que tienen más probabilidades de quedar excluidas del acceso a los 
servicios básicos y de perder oportunidades de trabajo decente en el sector público, y que soportan una parte 
desproporcionada del trabajo doméstico y del cuidado no remunerado que aumenta cuando los servicios públicos 
fallan.14 Afortunadamente, después de cuarenta años de apretarse el cinturón, la gente está luchando contra el culto 
a la austeridad15 y reinventando el papel del sector público para un futuro más solidario, feminista, verde y justo.16  

A lo largo del año pasado, hemos investigado con mucho más detalle lo que los ministerios de finanzas y el FMI 
han estado haciendo en relación con las facturas salariales del sector público, apoyando la investigación nacional 
intensiva y la promoción en diez países, revisando 69 documentos del Artículo IV del FMI17 y de préstamos de los 
últimos cinco años en 15 países, analizando la literatura del FMI y más extensa sobre las facturas salariales del sector 
público, discutiendo los temas clave con economistas de alto nivel del FMI y otros, y cotejando los testimonios de 
lxs trabajadorxs del sector público de primera línea con la ayuda de la Internacional de Servicios Públicos (ISP) y la 

Internacional de la Educación (IE).
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2. EL ESPACIO FISCAL Y EL MITO DE LO TEMPORAL 
2.1 ¿SON TEMPORALES ESTAS MEDIDAS?

En nuestras entrevistas con el FMI, la principal razón aducida para la contención de la masa salarial del sector 
público fue la necesidad de “consolidación fiscal”. Se nos dijo repetidamente que estas medidas eran siempre 
temporales. Lamentablemente, nuestros resultados sugieren que la contención de la masa salarial del sector público 
es a menudo cualquier cosa menos temporal (véase el cuadro 1). 

Nuestro examen de los documentos del Artículo IV y de los préstamos (2016-21) reveló que cada uno de los 15 
países recibieron una orientación para recortar y/o congelar la masa salarial del sector público durante tres o más 
años, y ocho de ellos durante un período de cinco o seis años.18 Si se cumple la última directriz presupuestaria del 
FMI, esto supondrá un recorte de la masa salarial durante un periodo de 5 a 11 años para 12 de los 13 países en los 
que es posible realizar un análisis.19 Algunos de estos cambios en puntos porcentuales pueden parecer menores, 
pero tienen efectos muy reales y perjudiciales. Sólo en estos 15 países, los recortes recomendados por el FMI 
suman casi 10.000 millones de dólares, lo que equivale a un recorte de: 

• 583.356 profesorxs y 
• 387.614 enfermerxs y 
• 2.082.004 otrxs trabajadorxs del sector público.  

En total, se han perdido más de 3 millones de trabajadorxs del sector público en tan sólo 15 países, porque el FMI 
estableció un objetivo para limitar la masa salarial del sector público. Este consejo coercitivo tiene repercusiones 
muy reales en la vida de las personas, afectando a la capacidad de los países para prestar servicios públicos básicos 
y cumplir los objetivos de desarrollo.  

2.2 ¿QUÉ PORCENTAJE DEL PIB DEBE DESTINARSE A LA MASA SALARIAL DEL SECTOR PÚBLICO?

Se podría suponer que estos 15 países tienen un gasto inusualmente alto en la masa salarial del sector público. En 
realidad, sólo dos de ellos gastan por encima de la media mundial en su masa salarial del sector público. El último 
consejo del FMI implica a todos los países que se sitúan por debajo de la media mundial.  

2.3 ¿SE HAN TOMADO MEDIDAS PARA AUMENTAR EL ESPACIO FISCAL?  

Para poner a prueba el argumento del FMI de que las limitaciones de la masa salarial del sector público son siempre 
temporales, examinamos si había pruebas de que los países recibían apoyo para ampliar su espacio fiscal. Actuar 
sobre los impuestos puede ser fundamental para evitar una espiral descendente. El FMI ha sugerido que la mayoría 
de los países podrían ampliar su ratio impuestos/PIB en un 5% para el final de la década.20 Sin embargo, en cinco de 
los 14 países examinados, las relaciones entre impuestos y PIB21 bajaron durante 2016-2018,22 y en otros cinco solo 
aumentaron muy modestamente.23  

El FMI también recomienda que los países con bajos niveles de impuestos sobre el PIB aspiren a un umbral mínimo 
del 15% de impuestos sobre el PIB. Dicha recomendación se basa en la evidencia de que esta desencadena una 
senda de crecimiento más alta, y que las ratios fiscales bajas dan lugar a niveles inadecuadamente bajos de gasto 
social.24 En 2018, ocho de los 14 países que revisamos estaban por debajo de este umbral,25 y otros dos (Kenia 
y Senegal) estaban solo ligeramente por encima. En otras palabras, a pesar de estar por debajo de la proporción 
mínima recomendada por el FMI en relación con el PIB, la mayoría de los países han experimentado niveles 
decrecientes, estancados y/o inadecuados de impuestos en relación con el PIB, al tiempo que han recibido una 
orientación clara y constante para recortar o congelar el gasto en salarios del sector público. 

2.4 ¿SE HA PERMITIDO A LOS PAÍSES CON INGRESOS EN EXPANSIÓN GASTAR EN LA MASA 
SALARIAL?

Otra forma de analizar estos datos es explorar si se ha permitido que la masa salarial del sector público aumente en
los países que están avanzando activamente en la ampliación del espacio fiscal. Cuatro de los 14 países querevisamos 
tenían ratios de impuestos sobre el PIB por encima del umbral mínimo del 15% en 2018, y experimentaron importantes 
aumentos de impuestos sobre el PIB en el período 2016-18.26 Sin embargo, en los documentos que revisamos, se les
seguía aconsejando que recortaran y/o congelaran su masa salarial del sector público durante un periodo de tres a 
cinco años entre 2016 y 2021. 
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Se miren como se miren los datos, el relato del FMI no tiene sentido. Estos recortes y congelaciones de la plantilla 
del sector público no se sustentan en la falta de espacio fiscal si los países con ingresos en expansión siguen 
viéndose obligados a realizar recortes.27 Estas medidas no son temporales, ya que son la recomendación por 
defecto año tras año. Los países que se sitúan muy por debajo de la media mundial o regional de gasto en salarios 
del sector público siguen viéndose obligados a realizar más recortes. Y en el caso de los países a los que se les 
aconseja recortar, no hay pruebas de que se estén tomando medidas para aumentar los ingresos fiscales o adoptar 
otras medidas para ampliar el espacio fiscal, incluso cuando esto es claramente posible.28 No hay una lógica, 
un razonamiento o una evidencia claras que justifiquen el uso rutinario de las restricciones salariales del sector 
público... entonces, ¿por qué siguen estando tan extendidas?  

3. DATOS DUDOSOS Y COMPARACIONES INICUAS
3.1 COMPARACIONES ENTRE PAÍSES  

El FMI no dispone de un análisis sobre el nivel aceptable de gasto en mano de obra del sector público como 
porcentaje del PIB -ni siquiera de un rango adaptado a los diferentes contextos nacionales o regionales- que le 
permita recomendar reducciones. A Zimbabue, con una masa salarial del 17,1% del PIB, se le recomendó un recorte, 
al igual que a Liberia, con un 10,1%, a Zambia, con un 9,1%, a Ghana, con un 8,7%, a Malawi, con un 7,7%, a Senegal, 
con un 6,5%, a Tanzania, con un 5,4%, a Brasil, con un 4,6%, a Kenia, con un 4,4%, a Nepal, con un 3,7%, a Uganda, 
con un 3,5%, e incluso a Nigeria, que sólo gasta el 1,9% de su PIB en trabajadorxs del sector público. Se trata de 
variaciones enormes y, sin embargo, se aconseja sistemáticamente seguir bajando. 

Años en 
los que se 
aconseja 
CONGELAR 
o RECORTAR 
la MSSP en 
% del PIB 

Impacto del cumplimiento 
del último objetivo a medio 
plazo de la MSSP (puntos 
porcentuales)  
[Periodo del ejercicio 
contable] 

Objetivo 
La masa 
salarial 
del 
sector 
público 
en % del 
PIB (%)

Pérdidas 
(en 
millones de 
dólares) en 
el gasto de 
personal 
del sector 
público

Número de 
profesorxs 
perdidxs 
(20% de 
pérdidas) 
según los 
criterios de la 
UNESCO

Número de 
enfermerxs 
perdidas 
(15% de 
pérdidas) 
según la 
Declaración 
de Abuja

Número 
de otrxs 
trabajadorxs 
del sector 
público 
perdidxs 
(saldo del 
65%)

Bangladesh 3 Recorte del 0,2% [EC16-25] 2.1 605.1 33,821 19,895 115,389

Nigeria 6 0,4 de recorte [EC15-25] 2.2 1792.5 329,431 137,148 1,315,933

Nepal 3 1,1 de recorte [ejercicio 15-24] 2.9 376 18,066 37,388 34,877

Uganda 4 0,1 de recorte [EC16-25] 3.6 35.2 746 3,803 0

Kenia 6 1,4 de recorte [ejercicio 14-24] 3.8 1337 51,230 45,101 159,820

Zimbabue 5 11,1 de recorte [EC15-23] 4.9 1879.5 49,289 40,649 156,511

Tanzania 3 0,5 de recorte [EC15-20] 5.3 305.7 12,222 7,283 41,614

Senegal 5 No está claro 6

Sierra Leona 6 1,4 de recorte [EC15-26] 6 57.7 1,664 1,746 4,912

Ghana 3 1,8 de recorte [EC16-24] 6.9 1210.2 41,519 34,158 131,919

Malawi 4 Aumento 1,2 [EC16-23] 7.5

Zambia 3 1,0 de recorte [EC16-24] 7.7 279.7 12,060 15,356 32,882

Liberia 6 5,0 de recorte [EC15-25] 7.8 153.5 5,756 5,727 17,299

Vietnam 6 No está claro 8.9

Brasil 5 0,1 de recorte (EC16-25 federal] 4.0 1877.8 27,552 39,360 70,848

9,909.9 583,356 387,614 2,082,004

Cuadro 1. Asesoramiento del FMI sobre la Masa Salarial del Sector Público (MSSP) a los países seleccionados 
(2016-21) e implicaciones para el número de trabajadorxs del sector público perdidos por los recortes

Fuente: análisis de datos de documentos del FMI por Emma Seery, tabla más completa con detalles disponible AQUÍ. Equivalentes en dólares y 
trabajadorxs del sector público por Howard Reed (tabla más completa AQUÍ) 
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En nuestra revisión de los documentos del FMI, encontramos pocos ejemplos de países a los que se les ofrezca una 
comparación con las medias regionales o mundiales del gasto en masa salarial. Por el contrario, encontramos varios 
casos en los que se ofrecen comparaciones de países bastante aleatorias, que siempre tienen el efecto de hacer 
que el país en cuestión muestre un valor atípico. El29 ejemplo más escandaloso lo encontramos en el documento del 
Artículo IV de 2020 para Vietnam (publicado en 2021), que compara la masa salarial de Vietnam como porcentaje 
del PIB con la de los “países en desarrollo de renta baja”, mostrando que Vietnam está muy por encima de la 
media, en torno al percentil 90 del rango. Pero Vietnam es un país de renta media, por lo que esta comparación es 
irrelevante... y muy mordaz.  

3.2 LA PRIMA SALARIAL DEL SECTOR PÚBLICO   

Los documentos de política del FMI sugieren sistemáticamente que hay un problema cuando los salarios del sector 
público son más altos que los del sector privado. Se dice que la llamada “prima salarial pública” “distorsiona” el 
mercado laboral, y los informes del Artículo IV aconsejan regularmente a los países que realicen comparaciones 
entre los salarios del sector público y privado. La consecuencia de estas comparaciones suele ser la justificación 
de recortes salariales efectivos - o aumentos salariales por debajo de la inflación - para lxs trabajadorxs del sector 
público. La lógica de este enfoque no parece estar cuestionada por el FMI ni por la mayoría de los ministerios 
de finanzas, y sin embargo está plagada de dificultades. ¿Cuáles son las equivalencias utilizadas y cómo hacer 
comparaciones efectivas? ¿Cómo se tiene en cuenta la formación, el desarrollo profesional, las horas y condiciones 
de trabajo, los tipos de contrato, los beneficios, las primas y las prestaciones?  

Una dimensión interesante de esta comparación es que la prima salarial pública suele ser más alta para las mujeres 
y los trabajos poco cualificados que para los hombres y los trabajos altamente cualificados. Esto significa que las 
mujeres tienen más posibilidades de conseguir un trabajo y un salario decente en el sector público, y que el sector 
privado parece explotar a las mujeres y a lxs trabajadorxs poco cualificadxs. La diferencia salarial entre hombres 
y mujeres es diez puntos porcentuales menor en el sector público que en el sector privado formal.30 Por lo tanto, 
el efecto de estas comparaciones es inevitablemente más acusado para las mujeres que trabajan en funciones de 
primera línea del sector público, que probablemente sean las primeras en sufrir recortes salariales. 

El uso del emotivo término “distorsionado” merece un análisis más profundo. Se sugiere habitualmente que los 
salarios del sector privado están “distorsionados” por los salarios moderadamente más altos del sector público. 
Sin embargo, se presta poca atención al valor del trabajo realizado, o a los beneficios relativos de una estrategia 
de crecimiento de baja cualificación/salario o de alta cualificación/salario para los países en vías de desarrollo, o 
si es necesario un salario más alto para la contratación y retención de lxs escasxs trabajadorxs cualificadxs.  Una 
mayor remuneración en el sector público puede servir de hecho para elevar positivamente el salario mínimo 
y las condiciones de lxs trabajadorxs en el sector privado, lo cual podría enmarcarse como un “efecto faro”. 
Lamentablemente, en el asesoramiento del Artículo IV predomina la percepción contraria, lo que genera presiones 
para recortar los salarios del sector público. 
 

3.3 DATOS QUE FALTAN: ¿CUÁNTXS TRABAJADORXS DE LA SALUD Y LA EDUCACIÓN SE 
NECESITAN?  

Los recortes o la congelación de la masa salarial del sector público repercutirán en la remuneración de la mano de 
obra existente, y quizás de forma aún más dramática en las perspectivas de un país de contratar nuevxs trabajadorxs 
en el sector público. Muchos países tienen una escasez desesperante de trabajadorxs, incluso en la sanidad y la 
educación, especialmente a la luz de las crecientes necesidades para hacer frente a la pandemia del Covid-19. En 
nuestras conversaciones, el FMI insistía constantemente en su “análisis granular” de cada servicio público antes de 
hacer cualquier recomendación, pero este análisis nacional nunca se publica, por lo que es difícil saber qué datos 
se utilizan para fundamentar sus decisiones. Esta falta de transparencia dificulta que la sociedad civil nacional pueda 
cuestionar las decisiones y exigir responsabilidades al gobierno.  

El FMI no parece buscar el asesoramiento de instituciones expertas como la OMS, la UNESCO u ONU Mujeres 
cuando se trata de determinar la escasez de trabajadorxs de la salud o la educación, los impactos de género, etc., y 
no hay referencias a ellos en los documentos publicados.31 En general, parece que hay pocos esfuerzos sistemáticos 
para determinar qué carencias puede haber, a pesar de que las limitaciones de la masa salarial tienen un impacto 
dramático en los esfuerzos para solucionarlas. 
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4. IMPACTOS INTENCIONADOS Y NO INTENCIONADOS

4.1 ¿CREAR UN ESPACIO FISCAL PARA EL “DESARROLLO”?   

Un mensaje común en los documentos revisados es la necesidad de recortar los gastos periódicos en la masa 
salarial del sector público para liberar fondos que permitan invertir en gastos de capital en los servicios públicos. 
En esencia, esto refleja un mantra extraño y circular: ¡los países deben recortar su gasto en servicios públicos para 
aumentar su gasto en servicios públicos! 

Esto es evidentemente ilógico. La inversión en la masa salarial del sector público es un gasto social, y en muchos 
casos es el gasto más importante en sectores prioritarios para el desarrollo, incluso en los propios términos del FMI. 
La sugerencia de que hay que recortar el gasto en profesorxs para mejorar el gasto en educación no tiene sentido. 
Los datos demuestran que no hay nada más importante para un aprendizaje de calidad que un/a profesor/a de 
calidad, y los sueldos de lxs profesorxs representan a menudo el 90% del presupuesto educativo. Lxs profesorxs son 
el núcleo del gasto social que se necesita en educación.  

4.2 EL AVANCE DEL FUNDAMENTALISMO DE LAS INFRAESTRUCTURAS    

La lógica del FMI y de demasiados ministerios de finanzas antepone las cosas a las personas, las inversiones 
puntuales a los costes recurrentes. Esto refleja la creencia de que el verdadero desarrollo consiste en construir cosas. 
La inversión de capital es gasto social. Este profundo apego a la infraestructura física por encima de las personas es 
el fundamentalismo que ayuda a promover la interminable presión sobre las facturas salariales del sector público. Y 
esto está profundamente relacionado con el género, ya que la mayoría del personal en los sectores sociales de los 
servicios públicos son mujeres, mientras que los hombres son abrumadoramente dominantes en la construcción. 

En muy pocos casos las referencias a la infraestructura incluyen camas de hospital o edificios escolares, o incluso 
cualquier gasto de capital significativo en salud o educación. Además de las restricciones salariales, el resultado es un 
doble golpe para la sanidad y la educación: menos dinero para personal y muy poco para aumentar el gasto de capital.  

Afortunadamente, hay signos de una alternativa, por ejemplo, en Senegal, donde el gobierno ha definido la “inversión 
pública” incluyendo el gasto en sueldos y salarios del personal de primera línea en la educación y la salud, 
tratándolos como parte de la infraestructura básica del país que debe protegerse incluso en las recesiones.

Rajkumari Chaudhary es una agente de policía de 23 
años en el distrito nepalí de Doti. Las mujeres policía 
pueden desempeñar un papel transformador, pero 
cambiar el perfil tradicional de lxs funcionarixs públicxs 
que trabajan en diferentes servicios es un reto cuando 
se congelan las nuevas contrataciones. 
PHOTO: ACTIONAID
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4.3 ABRIR LAS PUERTAS AL SECTOR PRIVADO Y COBRAR POR LOS SERVICIOS PÚBLICOS     

Al tiempo que exprime el sector público, el FMI (junto con el Banco Mundial) sigue convencido de que África, en 
particular, “necesita movilizar más financiación desde y hacia el sector privado”.32 A pesar de que algunas facciones 
del FMI expresan su preocupación por la privatización, el consejo a nivel nacional parece ser muy consistente: 
el sector público es el problema y una mayor participación del sector privado es la solución. Esta parece ser una 
mentalidad muy arraigada en el FMI, que se puso de manifiesto en una de nuestras llamadas con un economista de 
alto nivel del FMI que comentó: “El sector público sólo debe prestar servicios cuando el sector privado no pueda 
obtener beneficios”.33   

4.4 REVENTAR LOS SINDICATOS 

Se ha producido una carrera descendente en materia de derechos laborales, y la reducción de la fuerza de trabajo 
se correlaciona con una menor participación de lxs trabajadorxs en la renta nacional y el aumento de la desigualdad 
de ingresos. Incluso el FMI está de acuerdo en que “la disminución de la sindicalización en las últimas décadas ha 
alimentado el aumento de los ingresos en la parte superior”.34 La restricción de la masa salarial del sector público 
permite al gobierno resistir a las reivindicaciones de lxs trabajadorxs, lo que resulta más fácil cuando pueden 
culpar de ello a una fuerza externa: el FMI. Los sindicatos y las protestas son presentados por el FMI como el 
obstáculo y no como el barómetro de lo que es aceptable para aplicar los recortes. En varios Artículos IV, el tono 
de las declaraciones sugiere que la presión sindical o las protestas callejeras fueron molestas interrupciones en la 
aplicación de una política “sólida”. Por lo tanto, no es demasiado arriesgado sugerir que parte del subtexto de las 
restricciones salariales del sector público es disminuir activamente el poder del movimiento sindical. 

4.5 CORTAR CON LA HERRAMIENTA MÁS AFILADA    

Un tope, recorte o congelación generalizada de la masa salarial del sector público puede desencadenar una gran 
variedad de acciones por parte de los gobiernos, algunas de las cuales contradicen las mismas cosas que el 
FMI quiere ver. Se trata de una herramienta contundente que puede crear todo tipo de presiones y distorsiones 
involuntarias, conduce a un comportamiento incoherente y no debería tener cabida en la planificación o el 
pensamiento de los ministerios de finanzas o del FMI. De hecho, no es una política significativa, sino que revela e 
ilustra una mentalidad, una ideología, un sesgo y un prejuicio profundo e injustificado. 

Como ocurre con todos los prejuicios, estos se alimentan de una imagen en el fondo de la mente de la gente: en 
este caso, de burócratas sobre pagados sentadxs en escritorios creando regulaciones innecesarias. A veces, las 
reformas y las mejoras son necesarias, por supuesto,35 pero hay que reconsiderar nuestros prejuicios contra lxs 
burócratas.36 La coordinación y la administración son cruciales para el funcionamiento eficaz de cualquier servicio. Es 
difícil justificar una preparación eficaz para las catástrofes y la planificación de las emergencias de la salud cuando 
los presupuestos están bajo presión, y con demasiada frecuencia, cuando las burocracias se ven exprimidas por la 
austeridad, aparecen lagunas que se lamentan profundamente, como en el caso de Covid-19.37 Responder a la crisis 
climática exigirá una planificación meticulosa y una transformación de los servicios públicos, que dependerá de un 
personal de apoyo capaz y comprometido.38

La capacidad de regular los mercados para garantizar que sean eficientes en vez de explotadores o extractivos 
depende de una capacidad gubernamental fuerte y responsable. Subcontratar la política al sector privado es una 
receta para socavar la democracia. El/La administrador/a de impuestos en una oficina gubernamental es quizás 
el epítome del/de la burócrata de escritorio, sin embargo, la cantidad de ingresos fiscales recaudados por los 
gobiernos nacionales está estrechamente relacionada con sus inversiones en la administración tributaria.39   

4.6 EL DEBILITAMIENTO DE LOS ODS Y LOS DERECHOS DE LAS MUJERES  

Los economistas de alto nivel del FMI nos señalaron que, en la mayoría de los casos, el personal de la salud y 
la educación estaba específicamente exento de cualquier recorte. Sin embargo, en los documentos de diez de 
los quince países40 en los que el FMI aconsejó recortes o congelaciones de los salarios y/o la contratación de 
trabajadorxs del sector público, no encontramos ningún texto de acompañamiento que especificara exenciones 
o protección para lxs trabajadorxs de la salud y la educación.  Incluso cuando se hacen exenciones, el consejo 
de “proteger” de los recortes puede interpretarse como una “congelación” de los salarios o de la contratación.  
En la práctica, las limitaciones de la masa salarial global son difíciles de cumplir cuando los grupos más 
importantes de esa masa salarial (lxs trabajadorxs de la salud y la educación) están exentxs. 
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Si hay que “proteger” a estxs trabajadorxs “buenos” (que representan entre un tercio y la mitad de todo el personal del 
sector público), los recortes tendrán que ser más profundos en otros sectores “menos esenciales”.  Pero ¿quiénes son 
exactamente lxs trabajadorxs no esenciales del sector público que deben ser objeto de recortes?41 ¿Lxs trabajadorxs 
locales, municipales o de distrito que se encargan de la vivienda, la recogida de basuras, los servicios medioambientales, 
lxs agentes de extensión agraria, lxs bomberos y el transporte público? ¿O lxs funcionarixs del gobierno nacional que 
coordinan la prestación de servicios, regulan los mercados, planifican la transición al cambio climático, dotan de 
recursos al sistema judicial y crean políticas? ¿O aquellxs que trabajan para prevenir o responder a la violencia de 
género o que cuidan de las personas con discapacidad, las personas mayores o lxs niñxs en edad preescolar? 

En la actualidad no se exige al FMI ni a los ministerios de finanzas que documenten el impacto de estas políticas -ya 
sea intencionado o no- o que realicen una evaluación de impacto ex ante. Lo cual se podría hacer sin dificultad. Lo 
lógico sería tomar como punto de partida las obligaciones en materia de derechos humanos o los ODS y sus metas 
e indicadores asociados. El impacto de la congelación de la masa salarial en el progreso hacia estos objetivos podría 
proyectarse (ex-ante) y analizarse en retrospectiva (ex-post), pero hasta la fecha esto no ocurre. 

El FMI ha identificado la igualdad de género como una cuestión macro crítica, lo que significa que debe ocupar 
un lugar destacado en la agenda. El memorándum del FMI sobre la operacionalización del género en el trabajo 
de los países42 insta a que “los equipos de los países también deberían pensar en el impacto de otras políticas 
macroeconómicas sobre el género. Por ejemplo, los recortes presupuestarios en subvenciones y programas sociales, 
los recortes en la masa salarial del sector público...”. Lamentablemente, no encontramos ninguna prueba de que se 
haya realizado un análisis de género sobre el impacto de las restricciones de la masa salarial del sector público, y no 
hay pruebas de que el FMI busque alternativas o proponga medidas de mitigación. 
  

4.7 SOCAVAR LA ACCIÓN CLIMÁTICA   

Nuestro análisis de las limitaciones de la masa salarial del sector público también mostró cómo repercuten en la 
acción climática. En algunos casos (dependiendo de la contabilidad nacional o de los métodos estadísticos), una de 
las formas más fáciles de que un país reduzca su factura salarial en el sector público es privatizando las empresas 
estatales. Muchos países en desarrollo conservan una participación importante en las industrias de combustibles 
fósiles (petróleo, gas y carbón), y consideran que la energía es un sector en el que la nacionalización tiene sentido. 
La crisis climática nos obliga a dejar la mayor parte de estos recursos bajo tierra, lo que significa que los gobiernos 
deben tomar algunas decisiones muy difíciles, equilibrando múltiples intereses, en los próximos años. Los gobiernos 
son seguramente los más indicados para tomar esas decisiones por el interés a largo plazo, en lugar de las empresas 
multinacionales, cuya principal preocupación será siempre maximizar los beneficios a corto y medio plazo.   

5. UNA IDEOLOGÍA EN RETROCESO    
El uso de las restricciones generales de la masa salarial del sector público por parte del FMI y los ministerios 
de finanzas es contundente e ineficaz. No se ha presentado ninguna base de datos creíble para establecer qué 
porcentaje del PIB debe destinarse a la masa salarial del sector público, y sin embargo se insta a los países de 
forma sistemática y reiterada a realizar recortes, incluso cuando su masa salarial está muy por debajo de la media 
mundial y regional. Las consecuencias previstas de los recortes o las congelaciones son muy cuestionables, y las 
consecuencias imprevistas son alarmantes, ya que hacen retroceder los avances en materia de igualdad de género, 
los ODS y los derechos humanos, e incluso socavan la acción contra la crisis climática. Entonces, ¿por qué sigue 
siendo una parte tan rutinaria de los acuerdos alcanzados por los ministerios de finanzas y el FMI a puerta cerrada? 

Las puertas cerradas son la clave. No son diálogos transparentes, abiertos al escrutinio público o incluso 
parlamentario. Son discusiones entre un cuadro de privilegiados, que a menudo han ido a las mismas universidades, 
tienen las mismas trayectorias profesionales y rara vez han experimentado los recortes que promueven. En el mundo 
más amplio de la economía, el pensamiento se está diversificando, ya que la gente reacciona a la serie de crisis 
financieras que han puesto de manifiesto los defectos fundamentales del actual sistema mundial. Pero esto no se 
filtra hasta el FMI y sus equipos de cara a los países, o a través de las puertas cerradas de los corredores del poder 
financiero en la mayoría de los países.  

Ya sea que lo llamemos el culto a la austeridad o el culto al neoliberalismo, este se está reduciendo.  Es un sistema 
en decadencia que no puede soportar las crisis (y hay más por venir). Ha ayudado a los ricos a enriquecerse (incluso 
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durante el Covid-19) y ha hecho a los pobres más pobres, ya que el capital traga cada vez más y la mano de obra 
gana cada vez menos. Los fundamentos académicos e intelectuales se han desmoronado. 

El secretismo es ahora un arma en la lucha por preservar esta ideología fracasada. Todos los documentos del “FMI” 
citados son supuestamente de autoría conjunta entre el FMI y los ministerios de finanzas. Pocas de las fuentes de 
datos en las que se basan se publican y la mayoría de las referencias proporcionadas son circulares: a sus propios 
documentos. Si se vieran a la luz del día, la mayoría de los gobiernos y parlamentos y la mayor parte del público 
encontrarían motivos para cuestionarlos. 

Pero el secretismo sirve para otro propósito. Permite a los gobiernos culpar al FMI y al FMI culpar a los gobiernos. 
Se trata de una acogedora farsa de negación plausible. Las políticas problemáticas pueden atribuirse a la otra parte, 
sin que nadie se entere. Estos son los signos de una ideología o culto moribundo. Pero sigue siendo un culto con un 
poder inmenso, y los cultos en decadencia pueden hacer un daño inmenso.

Necesitamos que lxs ciudadanxs del Sur y del Norte Global se enfrenten a la austeridad. El público como pueblo 
-que se levanta para desafiar a sus gobiernos a resistir esta ideología moribunda antes de que haga más daño- y el 
sector público (en contraposición al privado), son el baluarte contra la austeridad y la privatización, que apenas ha 
sobrevivido a cuarenta años de ataques. Necesitamos que ambos se unan para re imaginar y reinventar un futuro 
con aumentos drásticos y sostenidos en la inversión en servicios públicos, que a su vez son responsables y cuentan 
con la confianza del público a través de un contrato social mejorado. 

6. AVANZAR: AHORA ES EL MOMENTO  
El enfoque ortodoxo de la austeridad aplicado por el FMI y demasiados ministerios de finanzas pretende supuestamente 
promover los restringidos objetivos de estabilidad y crecimiento agregado. Pero en la práctica, esto limita activamente 
el espacio fiscal y bloquea la inversión pública en los servicios públicos y en la mano de obra del sector público, 
a corto y largo plazo. Las responsabilidades públicas clave en materia de salud, educación, protección social y 
otros servicios se transfieren a los hogares (lo que se suma al desproporcionado trabajo doméstico y de cuidado 
no remunerado de las mujeres) o al sector privado (para la extracción de beneficios).43 El neoliberalismo ha sido 
exagerado durante cuarenta años y ha ahogado el mismo crecimiento y desarrollo que se suponía que valoraba.44 Es 
hora de una revisión fundamental, de un cambio de sistema centrado en la justicia económica.

El mundo se enfrenta a una serie de crisis interconectadas y responder a ellas exigirá una completa alteración de 
actividad empresarial rutinaria, o al menos de los negocios como se han hecho en las últimas cuatro décadas. Cuarenta 
años de neoliberalismo han contribuido a crear o agravar las crisis a las que nos enfrentamos ahora: Covid-19, el 
clima, la desigualdad y la injusticia de género. Ahora es el momento de revisar el papel redistributivo esencial de los 
Estados. Para ello, es fundamental una nueva concepción de los servicios públicos: financiados públicamente, prestados 
públicamente, universales y con perspectiva de género. La45 inversión en los servicios públicos y en la mano de obra 
del sector público es el epicentro de toda visión progresista de una transición justa, para reconstruir (o avanzar) mejor.46

Tenemos la oportunidad de construir sociedades y economías más solidarias e igualitarias, economías que 
puedan cuidar realmente de las personas y del planeta. Como la sociedad civil, lxs activistas, los sindicatos y las 
economistas feministas del Sur global han señalado durante décadas, la batalla de las ideas tendrá que ganarse en 
todos y cada uno de los países a través de las personas que se comprometen con sus gobiernos para ir más allá del 
pensamiento y la acción dogmáticos, y abrirse a alternativas feministas, justas y verdes. 

Hace mucho tiempo que no se habla de los ciclos positivos de la inversión en los servicios públicos. Cuando 
los gobiernos crean un puesto de trabajo en el sector público, a menudo sacan a alguien de la seguridad social, 
reduciendo la factura de la asistencia social. A menudo es el sector público el que proporciona las prácticas y los 
aprendizajes que alimentan una cantera de trabajadorxs cualificadxs para el sector privado.  Cada trabajador/a 
del sector público paga impuestos, contribuyendo eficazmente con un porcentaje importante de su salario. Cada 
ampliación de un servicio público reduce la carga del cuidado no remunerado y del trabajo doméstico que, de otro 
modo, recae injustamente en su mayoría sobre las mujeres. Una mano de obra más sana y mejor formada es más 
productiva en general, aumentando el desarrollo económico y el bienestar. Las imágenes negativas, los prejuicios y los 
círculos viciosos del pasado tienen que dejar paso al ciclo positivo que se desprende de una actitud positiva hacia la 
inversión en lxs trabajadorxs del sector público, fundamental para garantizar unos servicios públicos de calidad.47 
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Además de reconstruir los servicios públicos existentes y de ampliar la participación del Estado a nuevos ámbitos, 
como la asistencia social, es necesario reinventar los servicios públicos, sobre todo para hacerlos más receptivos48 
y responsables desde el punto de vista del género. La tradicional rendición de cuentas hacia arriba de los servicios 
públicos -la supervisión profesional y democrática de los servicios locales por parte de las autoridades de distrito, 
regionales y nacionales- sigue siendo importante, aunque a menudo los recortes han despojado y socavado 
los cruciales niveles intermedios en los últimos años.  Pero también es necesario hacer un renovado hincapié 
en la rendición de cuentas hacia abajo, hacia el público, lxs usuarixs de los servicios públicos. Se trata de crear 
asociaciones público-públicas eficaces, equilibrando las responsabilidades hacia arriba y hacia abajo y dando el 
mismo valor a lxs usuarixs de los servicios públicos y a lxs trabajadorxs del sector público.

RECOMENDACIONES 
Los gobiernos, los ministerios de finanzas y el FMI deben ir más allá de su retórica y mostrar un cambio real en la práctica:
• Dejar de aplicar políticas de austeridad frente a la crisis financiera, de la salud, de desigualdad y climática, dado 

que se sabe que hacerlo prolongará la recesión económica y socavará la recuperación económica.49  
• Reconocer la contribución del sector público al crecimiento económico y al desarrollo, incluyendo el impacto 

sobre el trabajo del cuidado no remunerado y la igualdad de género.
• Establecer objetivos ambiciosos para las reformas fiscales progresivas, utilizando impuestos progresivos, 

especialmente sobre la riqueza y las empresas, para aumentar las tasas de impuestos sobre el PIB en al menos 
un 5% para 2030.

• Apoyar programas más ambiciosos de condonación y reprogramación de la deuda, y ayudar a los gobiernos a 
reestructurar sus deudas para que puedan dar prioridad a las inversiones en servicios públicos de calidad.

• Establecer objetivos ambiciosos para aumentar la masa salarial del sector público año tras año, con el fin de 
revitalizar los servicios públicos tras décadas de declive.

• Reconocer a lxs trabajadorxs del sector público como parte de la infraestructura nacional básica que necesita 
protección e inversión, incluso (o especialmente) en plena recesión.

• Reconocer la necesidad de un aumento significativo de la plantilla del sector público para responder a la crisis 
climática y apoyar una transición justa. 

• Participar en el diálogo social y en la negociación colectiva con los sindicatos para establecer salarios justos e 
igualitarios en el sector público.

• Avanzar hacia una planificación económica a largo plazo que tenga como objetivo el bienestar y no sólo el 
crecimiento del PIB, y que tenga en cuenta de forma significativa los rendimientos previstos a largo plazo de las 
inversiones.

• Investigar activamente y aplicar políticas macroeconómicas alternativas, basándose en el trabajo de la UNCTAD, 
la50 Organización Internacional del Trabajo, las macroeconomistas feministas y otros.51, 

• Aumentar la transparencia y la responsabilidad en todos los debates económicos nacionales, ya sea con el FMI o con 
cualquier otro agente mundial.  Publicar todos los datos y fuentes y ampliar la participación parlamentaria y pública.

El FMI debería específicamente:
• Realizar una evaluación de los derechos humanos y del impacto de género de cualquier política que afecte al 

personal del sector público.
• Llevar a cabo una revisión por parte de la Oficina de Evaluación Independiente del uso que hace el FMI de las 

restricciones de la masa salarial del sector público y de su posicionamiento más amplio sobre el sector público.
• Revisar el reciente Informe de Supervisión Global del FMI y asegurarse de que cualquier directriz del personal 

incluya las ideas y recomendaciones de este informe.
• Actualizar el estatus de la nota del FMI sobre la operacionalización del género en el trabajo de los países para 

que sea obligatorio analizar el impacto de género de las restricciones de la masa salarial del sector público (y 
otras políticas). 

• Garantizar que cualquier mecanismo global (por ejemplo, Derechos Especiales de Giro,52 Impuestos sobre el 
Carbono, Pérdidas y Daños, Acuerdos sobre la Deuda) reconozca específicamente la importancia estratégica de 
las inversiones en la mano de obra del sector público. 

El público, la sociedad civil y los movimientos sociales deberían: 
• Prepararse para protestar y presionar a los gobiernos cada vez que el culto a la austeridad levante la cabeza. 
• Fortalecer los movimientos de amplia base para condenar el culto a la austeridad y promover alternativas. 
• Reforzar el aprendizaje y construir un consenso público más audaz sobre las alternativas económicas al 

neoliberalismo.
• Trabajar juntxs para re imaginar con audacia el sector público como motor del desarrollo sostenible dentro de 

los límites mundiales. 
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